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Magistrado Ponente:         
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Tema a Tratar: 

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por trámite pendiente/ Subsidiariedad  
“(…) se encuentra acreditado que el apoderado judicial del accionante interpuso incidente de nulidad frente a las actuaciones del juzgado, solicitud que le fue resuelta desfavorablemente mediante auto de 11 de febrero del año en curso, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, que le fueron resueltos mediante providencia del 4 de marzo, notificada en estado N° 040 del 7 siguiente, no reponiendo y concediendo el recurso de apelación para ante esta Corporación, la que se encuentra a la espera de recibir el expediente.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias C-590 de 2005, T-489 y T-770 de 2006.
Pereira, once (11) de marzo de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 11 de marzo de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por el señor Jorge García Hernández, quien actúa a través de apoderado judicial, ante la presunta violación de su derecho fundamental al debido proceso.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Jorge García Hernández, identificado con cédula de ciudadanía No. 18´510.125.
ACCIONADO:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira.
VINCULADO:

Centro Comercial Fiducentro

SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata el apoderado del accionante que en nombre y representación de este inició en contra del Centro Comercial Fiducentro un proceso ordinario laboral, dentro del cual mediante auto del 14 de agosto de 2015 se fijó fecha para llevar a cabo la audiencia prevista en el artículo 77 del C.P.L. para el 3 de diciembre de ese mismo año, día en el que acudió al Juzgado, pero fue informado que la diligencia se reprogramó mediante auto del 15 de septiembre para el 19 de octubre de 2015 en razón de petición elevada por la apoderada judicial de la entidad demandada.
Refiere que el juzgado accionado no guardó el debido proceso en la reprogramación de la fecha, toda vez que solo notificó a las partes por estado, omitiendo hacerlo a través de telegrama, con lo cual sorprendió a la parte demandante en su buena fe y en los intereses que le asistían dentro del proceso.

Indica que el proceder del Juzgado transgredió su derecho fundamental al debido proceso y el principio de equilibrio e igualdad procesal entre las partes, toda vez que no garantizó que el demandante, en su calidad de trabajador y parte débil dentro del proceso conociera la nueva fecha de la audiencia y pudiera asistir a la misma.
Considera que al resolver la solicitud de reprogramación de la referida diligencia debió hacerlo para una fecha posterior a la que inicialmente tenía prevista y no una anterior como lo hizo el Despacho.

Manifiesta que con el pleno convencimiento de que la audiencia se efectuaría en el mes de diciembre de 2015, centró toda su atención en recuperar su salud toda vez que padece de cáncer de próstata, de tal suerte que no hubiera podido comparecer a la audiencia en la fecha en que fue reprogramada dados los tratamientos médicos que le fueron prescritos.
Expone que debe realizarse de nuevo la audiencia de que trata el artículo 77, por cuanto la realizada el 19 de octubre es violatoria de los derechos.
Conforme a lo anterior, solicita se revoque el auto del 15 de septiembre y la diligencia y providencias del 19 de octubre o en su defecto, se declare la nulidad de lo actuado desde la notificación del auto del 15 de septiembre que reprogramó la audiencia y, en consecuencia, se programe nueva fecha para la realización de la multicitada audiencia.
II. TRÁMITE
La solicitud de amparo fue conocida inicialmente por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en virtud de la Circular CSJRC15-166 mediante la cual se reglamentó el reparto de las acciones de tutela en los días previos a la vacancia judicial.

Mediante auto de 10 de diciembre de 2015, visible a folio 47, se inadmitió la acción presentada por cuanto el profesional del derecho no allegó el poder otorgado por la persona que aducía representar, subsanada esa falencia, mediante auto de 15 de diciembre siguiente se dispuso dar trámite a la presente acción. 
Mediante decisión de 24 de diciembre se negó la tutela por improcedente, la parte accionante impugnó y concedido el recurso el conocimiento de la misma le correspondió a la Sala Penal del Tribunal Superior de esta ciudad, quien declaró la nulidad de lo actuado y su remisión a esta Sala quien la admitió mediante proveído de 1° de marzo del año en curso, ordenando la vinculación del Centro Comercial Fiducentro y concediendo el término de 2 días para que la autoridad accionada y la entidad vinculada ejercieran el derecho de defensa, término que transcurrió en silencio para la vinculada.
Por su parte, el Juzgado Quinto Laboral presentó el escrito visible a folio 108 y s.s., argumentando que no se presentó transgresión al derecho fundamental al debido proceso, toda vez que la providencia mediante la cual se accedió a la reprogramación de la audiencia del artículo 77 el C.P.L., al ser una decisión proferida por fuera de audiencia, conforme con lo previsto por el artículo 41 ibídem debía notificarse por estado, como en efecto se hizo.
Refiere que no solo se efectuó la notificación por estado, sino que también se efectuó la anotación en el sistema Siglo XXI, por lo que no se trata de una decisión secreta.

Indica que no puede endilgársele al Despacho la falta de diligencia y cuidado del abogado de la parte actora en el trámite del negocio, toda vez que a este le correspondía estar vigilante del mismo.

Expone que conforme con el artículo 30 del C.P.L. la audiencia del 77 podía adelantarse sin la presencia de la parte o de su apoderado y que conforme a la jurisprudencia vigente no se configuran las causales de procedencia de la acción de tutelas contra providencias 

III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración del derecho fundamental al debido proceso?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Del derecho al Debido Proceso en relación con los actos de notificación:
Al respecto, ha señalado el máximo órgano de la jurisdicción Constitucional
:

“La notificación de las providencias judiciales constituye una premisa fundamental del debido proceso judicial, pues “es el acto material de comunicación por medio del cual se ponen en conocimiento de las partes o terceros interesados los actos de particulares o las decisiones proferidas por la autoridad pública. La notificación tiene como finalidad garantizar el conocimiento de la existencia de un proceso o actuación administrativa y de su desarrollo, de manera que se garanticen los principios de publicidad, de contradicción y, en especial, de que se prevenga que alguien pueda ser condenado sin ser oído. Las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, bien sea oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad, dentro del término que la ley disponga para su ejecutoria”. Por consiguiente, la ausencia de notificación de las providencias judiciales podría generar violación del derecho fundamental al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. No obstante, lo anterior no significa que cualquier deficiencia en la notificación de las providencias judiciales necesariamente origina la violación del derecho fundamental, y con esa afectación, el amparo constitucional por vía de la acción de tutela. En efecto, como se vio en precedencia, la tutela contra decisiones judiciales sólo procede cuando se presentan vías de hecho, se afectan derechos fundamentales y no existen otros recursos de defensa judicial o estos no son idóneos para corregir los defectos contenidos en la providencia que se reprocha”. (resaltados propios).
Causales de Procedencia de la Acción de Tutela Contra Providencias Judiciales
Tiene sentado la Corte Constitucional de cara a la procedencia de la acción de amparo contra providencias, que la misma es viable cuando se está en precedencia de las “causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, antes denominada “vía de hecho”, siendo ellas: “(i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”. 

Pero adicional a las causales enunciadas, es necesario que se verifiquen otros presupuestos genéricos para que la acción de tutela contra sentencias judiciales sea procedente, los cuales fueron fijados por el órgano guardián de la Constitución, en la sentencia C-590 de 2005, con los siguientes términos: 

“24.  Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones[
]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[
]. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración[
]. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[
].  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[
]. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela[
]. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas”
.(negrillas para destacar).  


Conforme a lo expuesto, para que sea procedente tutelar los derechos fundamentales invocados como transgredidos con ocasión de una actuación judicial debe verificarse la concurrencia de las causales y de los presupuestos genéricos de procedibilidad de la acción de tutela.
Caso concreto
A efectos de determinar si esta acción resulta procedente, se entrarán a analizar cada uno de los requisitos anteriormente definidos, así:

Frente a las causales de procedibilidad: 

a. Relevancia constitucional: 
Se podría decir que por la vulneración invocada, este asunto tiene importancia desde el punto de vista constitucional, pues de concluirse que se configura una de las causales de procedibilidad de la acción de tutela, se llegaría a impartir una orden encaminada a la corrección de la situación.

b. Que se hubieren agotado todos los medios de defensa judicial: 
De conformidad con lo expuesto por la señora Jueza Quinta Laboral, en el sentido que el accionante no ha agotado todos los mecanismos ordinarios para la defensa de sus derechos y de acuerdo a la constancia visible a folio 114 de expediente, se encuentra acreditado que el apoderado judicial del accionante interpuso incidente de nulidad frente a las actuaciones del juzgado, solicitud que le fue resuelta desfavorablemente mediante auto de 11 de febrero del año en curso, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, que le fueron resueltos mediante providencia del 4 de marzo, notificada en estado N° 040 del 7 siguiente, no reponiendo y concediendo el recurso de apelación para ante esta Corporación, la que se encuentra a la espera de recibir el expediente.
Respecto a este asunto, ha sostenido el Alto Tribunal Constitucional la improcedencia de la acción de tutela en los casos en que se ha hecho uso de los recursos y medios ordinarios de defensa judicial previstos por el ordenamiento jurídico, pero éstos se encuentran en trámite o no han sido decididos definitivamente por la autoridad competente.  

Al respecto la sentencia T-0770 de 2006, ratificada en la T-269 de 2007 afirmó: 
“Esta Corte también se ha pronunciado sobre lo improcedente que resulta propender por un pronunciamiento definitivo del juez constitucional en materia de vulneración de derechos fundamentales, mientras pende el recurso establecido para que el juez de la causa, dentro del ámbito del mismo asunto, se pronuncie sobre la cuestión “pues la acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios, o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes””
 
Así las cosas, como en el proceso ordinario el accionante pudo y en efecto hizo uso de los mecanismos ordinarios de defensa judicial previstos para el efecto y que en la actualidad, se encuentra pendiente una decisión de esta misma Corporación dentro del mismo; la presente acción de tutela será declarada improcedente por estarse llevando a cabo el trámite que legalmente corresponde y no ser la tutela un medio de defensa judicial sustituto de los procedimientos ordinarios.
En razón de lo anterior, se denegará la protección constitucional peticionada por el señor Jorge García Hernández por resultar improcedente. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

FALLA

PRIMERO: NEGAR por improcedente la acción de tutela iniciada por el señor Jorge García Hernández en contra del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad y a la que fue vinculado el Centro Comercial Fiducentro.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

TERCERO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                 Magistrado

LEONARDO CORTÉS PÉREZ

Secretario
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